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procedente del 
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Sobre: 

Divorcio / 
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Panel integrado por su presidenta, la Juez Ortiz Flores; el Juez 

Rivera Colón y la Juez Lebrón Nieves  
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de junio de 2019. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor Jesús 

Manuel Poueriet Santana (en adelante, la parte apelante o señor 

Poueriet Santana), mediante el recurso de apelación de epígrafe y 

nos solicita la revisión de la Resolución emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Carolina, el 16 de noviembre de 2018 y 

notificada el 4 de diciembre de 2018. Mediante el aludido dictamen, 

el foro a quo, acogió la recomendación de la Examinadora de 

Pensiones Alimentarias (Examinadora), quien recomendó imponerle 

al señor Poueriet Santana una pensión alimentaria por periodos 

para beneficio de su hijo menor. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I 

Conforme surge del expediente ante nos, el 4 de mayo de 

2017, la Sra. Risania Mayerling Mota Aquino (en adelante, parte 
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apelada o Sra. Mota Aquino), presentó una moción ante el Tribunal 

de Primera Instancia solicitando la revisión de la pensión 

alimentaria. Examinada la antes referida moción, el 18 de julio de 

2017, notificada en la misma fecha, el foro primario emitió una 

Orden mediante la cual refirió la solicitud de revisión a la 

Examinadora de Pensiones Alimentarias. 

Luego, el 25 de agosto de 2017, la parte apelada presentó 

Moción en Cumplimiento de Orden y Solicitud de Autorización. En su 

moción, la Sra. Mota Aquino le solicitó autorización al Tribunal para 

trasladarse a vivir junto a su hijo a la República Dominicana. La 

Sra. Mota Aquino adujo que había estudiado odontología en la 

República Dominicana, por lo que estaba autorizada a ejercer su 

profesión de dentista en ese país. La Sra. Mota Aquino le informó al 

Tribunal que tenía dos excelentes ofertas de trabajo para ejercer su 

profesión de dentista en la República Dominicana. 

Luego de varias incidencias procesales, el 13 de junio de 2018, 

el apelante presentó Solicitud de Remedio en Torno a Procedimiento 

de Determinación de Pensión. En su escrito, el Sr. Poueriet Santana 

arguyó, entre otras cosas, que: 

[. . .] 
3. De las PIPE presentadas por la Sra. Mota, así como 

de las contestaciones al descubrimiento de prueba 
cursado, surge que de computarse la pensión mediante 
la aplicación de las Guías Mandatorias, la carga de 

satisfacer las necesidades económicas del menor se 
desplazaría de forma desproporcional e injusta hacia el 

padre compareciente. 
[. . .] 
 

 El 12 de julio de 2018, las partes presentaron Moción 

Sometiendo Estipulación, en la cual, le informaron al foro apelado lo 

siguiente: 

4. Que las partes han llegado a un acuerdo que 

resuelve las controversias pendientes, con excepción del 
asunto de la revisión de pensión, por lo que se somete 
la presente estipulación para la aprobación de este 

Honorable Tribunal: 
[. . .] 
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[b] El padre retira su objeción a que la madre del 
menor se relocalice en la República Dominicana con el 

niño. 
 

[c] La copeticionaria habrá de mudarse junto al menor 
a la República Dominicana para el 1ro de agosto de 
2018. 

[. . .] 
 
9.  Los Tribunales de Puerto Rico retendrán 

jurisdicción mientras cualquiera de las partes o el 
menor resida en Puerto Rico. 

 
10.  La controversia en cuanto a la revisión de pensión 
alimentaria se resolverá ante la Examinadora de 

Pensiones Alimentarias. 
 

El 16 de julio de 2018, el foro primario emitió una Resolución 

acogiendo los acuerdos pactados.1  

El 5 de septiembre de 2018 se celebró la Vista ante la 

Examinadora de Pensiones Alimentarias. Luego de escuchada y 

analizada la prueba presentada, la Examinadora rindió su Informe, 

del cual surgen las Determinaciones de Hechos que transcribimos 

a continuación: 

INGRESO SR. JESÚS M. POURIET SANTANA 
 

El alimentante trabaja para la Universidad de Puerto 
Rico como técnico de ingeniería. Señala que es ingeniero 
eléctrico graduado de la Universidad Politécnica, pero 

no posee la licencia. 
 

El padre informa que en el 2017 recibió reintegro, pero 
no recuerda la cantidad exacta, entiende que recibió 
menor cuantía. Para los años 2015 y 2016, recibió 

reintegro. 
 

Afirma que no posee ningún trabajo a tiempo parcial, 
solo realizó un trabajo esporádico del cual le pagaron 
$200.00 por una demolición, señala que no trabaja para 

su padre y no recoge escombros. Vive en la parte de 
arriba de la residencia de su padre. 
 

Se presentó como evidencia de ingresos la Planilla de 
Contribución sobre Ingresos de los años 2015 y 2016. 

Además, presentó formulario W-2 del año 2017. 
[. . .] 
 

Se determina no imputar ingresos adicionales al 
padre alimentante, se le da credibilidad a su 

testimonio. Tomando en consideración los tres años 
contributivos presentados, más el reintegro 
recibido[,] se determina que el padre posee un 

                                                 
1 El foro primario notificó la Resolución el 18 de julio de 2018. 
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ingreso neto de $3,354.76 mensual. En cuanto al 
reintegro, se hizo un promedio para el año 2017 

utilizando los años anteriores. (Énfasis en el original). 
 

INGRESO DE LA SRA. RISANIA M. MOTA AQUINO 
 
La madre ha residido en Puerto Rico por un periodo de 

doce años. Se desempeña como agente de seguros, 
trabajó en el año 2015 y 2016 para la compañía Triple 
S.  Para el año 2017, comenzó a trabajar para First 

Bank, específicamente desde el 9 de enero hasta el 29 
de agosto del mismo año.  Luego retorn[ó] a trabajar 

para Triple S. 
[. . .] 
 

La madre informa que se irá a vivir a República 
Dominicana.  En dicho país, puede ejercer como doctora 

en odontología, en Puerto Rico no está autorizada. 
Señala que la decisión de irse a vivir a República 
Dominicana es por su profesión. Tendrá dos empleos, 

uno como odontóloga en Dental Integral (clínica dental 
privada) y como asistente de un programa de gobierno 
de ayuda social, en el Plan Social de la Presidencia. 

 
Presentó dos ofertas de empleo, una de Dental Integral, 

le pagarán 30,000 mensuales pesos dominicanos y otra 
del Plan Social de la Presidencia, le pagarán 15,000 
pesos dominicanos. Estará recibiendo un ingreso de 

45,000 pesos dominicanos, equivalente a $908.91 
mensual. 
 

En la continuación de vista de alimentos, la señora 
Mota aclaró que, en noviembre de 2018, comenzará a 

trabajar en la República Dominicana, por lo que 
trabajará hasta octubre de 2018 para Triple S. La 
expectativa de la señora Mota era comenzar a trabajar 

en el mes de agosto de 2018 aproximadamente. 
[. . .] 

 
Se presentó como evidencia de ingresos las Planillas de 
Contribución sobre Ingresos de los años 2015, 2016 y 

2017. Tomando en consideración los tres años 
contributivos presentados, más el reintegro 
recibido, gastos rembolsados, deducciones 

mandatorias y aceptadas, la madre posee un ingreso 
neto de $2,608.89 mensual. (Énfasis en el original). 

 
Se le considerar[án] a la madre los siguientes ingresos: 
 

• Del 4 de mayo de 2017 hasta el 30 de abril de 2018: 
$3,265.02 mensual 

 
✓ Ingreso por empleo:  $2,608.89 

 
✓ Ingreso no recurrente:  $656.13 

 

• Del 1 de mayo de 2018 hasta el 31 de julio de 2018:  

$2,608.89 mensual. 
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• A partir del 1 de agosto de 2018: $2,707.81 

mensual. (Énfasis en el original). 

A partir del 1 de noviembre de 2018, se le considerará 
a la madre un ingreso de $2,707.81 mensual, imputado 
conforme a su capacidad de generar ingresos mayores 

a los que estará recibiendo, de unos apenas $908.91 
mensual. Conforme al propio testimonio de la madre 
custodia la razón principal para irse a vivir a la 

República Dominicana es para trabajar en lo que 
estudió y continuar estudios universitarios. Los gastos 

del menor básicamente son similares a los 
incurridos en Puerto Rico y del propio testimonio de 
la madre el costo de vida en República Dominicana 

son los mismos que en Puerto Rico.  El costo de vida 
es similar, pero no los ingresos. (Énfasis nuestro). 

 

Por otra parte, surge del Informe que la representación legal 

del apelante, licenciada Marta I. Ojeda Rodríguez, argumentó que: 

“en el caso de autos no debería aplicarse las Guías, toda 

vez que el costo de vida que sugiere es basado en los 
costos de Puerto Rico y no en República Dominicana. 

Argumenta que debe hacerse un desvío de las Guías 
bajo el Art. 19 de la Ley de Sustento de Menores. Los 
números que surgen de las Guías no arrojan números 

justos y desplazaría de una forma injusta el peso de 
responsabilidad económica con respecto a los gastos del 

menor”. 
 

Por su parte, la licenciada Sylvia del C. Juarbe Berríos, 

representante legal de la parte apelada, argumentó sobre el 

particular como sigue: 

“que Puerto Rico es quien tiene la jurisdicción, por ende, 
le es de aplicación las leyes de Puerto Rico y la 
aplicación de las Guías. Añade que sería 

inconstitucional que se realice un desvío de las Guías 
partiendo de las argumentaciones de la otra parte, toda 

vez que constituiría un discrimen por nacionalidad, 
origen, entre otros. Las Guías siguen rigiendo ya sea 
con altos o bajos costos, más aún cuando los menores 

se van a residir a los Estados Unidos y como quiera le 
aplican el costo de vida de Puerto Rico. Añade que no se 

ha traído prueba de que los gastos sean menores”.  
 

Con relación a la aplicación del Artículo 19 de la Ley Orgánica 

de la Administración para el Sustento de Menores, la Examinadora, 

recomendó lo siguiente: 

En el caso de autos, no se justifica un desvío de las 
Guías. El padre posee los recursos económicos para 
mantener el estilo de vida, la salud física y 

emocional del menor. 
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La pensión alimentaria que se recomienda 
representa un 28% del salario neto del alimentante, 

quedando para su subsistencia la cantidad de 
$2,416.00 mensual.  

 
La parte alimentante no presentó ninguna prueba 
que justificara sus alegaciones en cuanto al costo de 

vida en la República Dominicana, por lo cual la 
examinadora no está en posición de poder hacer una 
determinación diferente.  

(Énfasis en el original). 
 

Más adelante en su Informe, la Examinadora realizó los 

cómputos de la pensión alimentaria por periodos. 

Consecuentemente, la Examinadora recomendó una pensión 

alimentaria de $938.96 a partir del 1 de agosto de 2018. Para arribar 

a dicha pensión alimentaria, la Examinadora realizó el siguiente 

cómputo: 

4. A partir del 1 de agosto de 2018: 

  

• Ingreso madre: $2,707.81 mensual 
 

• Ingreso padre: $3,354.76 mensual 
 

Las partes poseen un ingreso neto combinado de 
$6,062.57 mensual. Al padre alimentante le 

corresponde aportar el 55.34% y a la madre el 44.66% 
de los alimentos para el (los) menor(es). Las Guías 

anteriormente mencionadas disponen, que los padres 
están obligados a compartir los gastos de los hijos en 
proporción a sus respectivos ingresos. (Énfasis en el 

original). 
 
La cantidad mensual que cada alimentista(s) requiere 

para cubrir sus necesidades básicas, según la tabla y 
aplicado el porciento que le corresponde a la parte 

alimentante es de $657.39 mensual, siendo la pensión 
alimentaria básica. (Énfasis en el original). 
 

• Gastos Suplementarios en República 
Dominicana: 

 
✓ Renta: $303.00 mensual, donde el núcleo 

familiar lo componen dos personas. 
 

✓ Matrícula: $474.65 anual 

 
✓ Mensualidad Escolar: $217.73 mensual 

once (11) meses 

 
✓ Tutorías de Ingl[é]s: $60.59 mensual 10 

meses 
 

✓ Materiales y Uniformes: $401.60 anual 
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✓ Plan Médico: $34.25 mensual 
 

✓ Total de Gastos suplementarios: 
$508.85 mensual. (Énfasis en el 

original). 
 
A la parte alimentante, luego de aplicado el porciento 

conforme a sus ingresos antes mencionado[s]) le 
correspondería aportar a los gastos suplementarios la 
cantidad de $281.57 mensual, siendo la pensión 

suplementaria. (Énfasis en el original). 
 

Luego de evaluar el Informe de la Examinadora, el Tribunal de 

Primera Instancia lo acogió. Así las cosas, el 16 de noviembre de 

2018 y notificada el 4 de diciembre de 2018, el foro primario dictó 

Resolución mediante la cual acogió la recomendación de la 

Examinadora. La pensión alimentaria a pagarse sería la siguiente: 

1. Se le ordena a la persona no custodia, el Sr. Jesús 
M. Poueriet Santana, a proveer una pensión 
alimentaria por periodos: 

 
o Del 4 de mayo de 2017 hasta el 30 de abril de 

2018, pensión alimentaria de $1,052.00 

mensual. 
 

o Del 1 al 31 de mayo de 2018, pensión alimentaria 
de $1,120.00 mensual. 

 

o Del 30 de junio de 2018 hasta 31 de julio 2018, 
pensión alimentaria de $830.00 mensual. 

 

o A partir del 1 de agosto de 2018, pensión 
alimentaria de $938.00 mensual, a pagarse a 

razón de $469.00 quincenal, los días 15 y 30 de 
cada mes. La persona no custodia la proveerá a 
través de Asume, mediante orden de retención e 

ingresos.2 
 

En desacuerdo con dicha determinación, el 19 de diciembre 

de 2018, la parte apelante presentó Solicitud de Reconsideración de 

Resolución de Pensión, la cual fue declarada No Ha Lugar el 28 de 

marzo de 2019. Dicho dictamen fue notificado el 29 de marzo de 

2019. 

                                                 
2 Conforme surge del escrito de apelación, este es el único periodo de la pensión alimentaria 
que el Sr. Poueriet Santana solicita la revisión. 



 
 

 
KLAN201900485 

 

8 

Inconforme nuevamente con la referida determinación, la 

parte apelante acudió ante este foro revisor y le imputó al Tribunal 

de Primera Instancia la comisión de los siguientes errores: 

• Primer error: 
Erró el TPI al adoptar el Informe de la EPA, 
íntegramente, y por lo cual acogió la denegatoria de 

la EPA, para adoptar el procedimiento de desvío 
dispuesto en el [A]rtículo 19 de la Ley de Sustento de 
Menores y aplicar de forma automática las Guías 

Mandatorias para computar la pensión alimentaria 
para un menor reubicado en la República 

Dominicana, aun cuando dichas Guías fueron 
diseñadas contemplando los costos de crianza de 
acuerdo a indicadores y factores socio económicos 

vigentes en Puerto Rico. 
 

• Segundo Error: 
Erró el TPI al apreciar la prueba sometida, al adoptar 

el Informe de la EPA, del cual surge, con claridad, el 
hecho de que la prueba aportada por la promovente-
apelada, madre del menor, estableció, con precisión 

matemática, que los costos en la República 
Dominicana, de las diferentes partidas que 
configuran una pensión alimentaria, son 

sustancialmente menores que los mismos costos en 
Puerto Rico, prueba que releva a esta parte de tener 

que someter evidencia para establecer un hecho 
admitido por la parte contraria. 
 

• Tercer Error: 
Erró el TPI en la interpretación y aplicación del 

derecho, al amparo de los hechos del presente caso, 
error sobrevenido al adoptar el Informe de la EPA, 

íntegramente, sin ninguna alteración, aclaración o 
modificación. 
 

Mediante Resolución interlocutoria le concedimos término a la 

parte apelada para que presentara su alegato en oposición al 

recurso de epígrafe. El 29 de mayo de 2019 la parte apelada presentó 

Alegato en Oposición a Recurso Apelativo.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

pasamos a resolver el recurso de epígrafe. 

II 

A. Derecho de alimentos 

Procurar el bienestar de los menores constituye un pilar 

fundamental de nuestra sociedad y se ha reconocido como parte 

integral de la política pública del Gobierno de Puerto Rico. Santiago, 
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Maisonet v. Maisonet Correa, 187 DPR 550 (2012); Franco Res[to] v. 

Rivera Aponte, 187 DPR 137 (2012); Llorens Becerra v. Mora 

Monteserín, 178 DPR 1003 (2010); Martínez v. Rodríguez, 160 DPR 

145 (2003). Y es que no podemos olvidar que el derecho de los 

menores a recibir alimentos va de la mano con el propio derecho a 

la vida consagrado en la Carta de Derechos de nuestra 

Constitución.3 Santiago, Maisonet v. Maisonet Correa, supra; Llorens 

Becerra v. Mora Monteserín, supra; McConnell v. Palau, 161 DPR 

734 (2004). El deber de alimentar a los hijos es inherente a la 

paternidad, por lo que se origina desde el mismo momento en que 

la relación filial queda legalmente establecida. Santiago, Maisonet v, 

Maisonet Correa, supra; Franco Res[to] v. Rivera Aponte, supra; 

McConnell v. Palau, supra. De León Ramos v. Navarro Acevedo, 195 

DPR 157, 169-170 (2016). 

La obligación alimentaria está expresamente consignada en el 

Código Civil.4 No obstante, en aras de asegurar su cumplimiento y 

de este modo velar porque se implemente la política pública dirigida 

a que se atiendan las necesidades de los hijos menores por aquellos 

llamados a hacerlo, se promulgó la Ley Núm. 5 del 30 de diciembre 

de 1986, según enmendada, conocida como Ley Orgánica de la 

Administración para el Sustento de Menores, 8 LPRA sec. 501 et seq. 

(Ley Núm. 5 o Ley de ASUME). De esta manera se trató de corregir 

la indolencia prevaleciente entre muchos padres ante las 

responsabilidades económicas para con sus hijos.5 Según los 

                                                 
3 Art. II, Sec. 7, Const. PR, LPRA, Tomo 1. 
 
4 El Art. 153 del Código Civil enumera las facultades y deberes de los padres con respecto 

a sus hijos no emancipados, lo cual incluye el deber de alimentarlos. 31 LPRA sec. 601. 
Por otra parte, el Art, 143 pauta la obligación de los ascendientes y descendientes a darse 
alimentos recíprocamente. 31 LPRA sec. 562. 
 
5 La problemática que se atiende a través de esta legislación se expone de manera directa 
en su Art. 3, el cual, en la parte correspondiente, lee como sigue: 

"El incumplimiento de las obligaciones morales y legales por parte de uno o 
ambos padres para con sus hijos constituye uno de los problemas más 
apremiantes en nuestra sociedad. 
"Por tal razón, es necesario poner en vigor una política pública de paternidad 
responsable. Además, es posible hacerlo porque, en la mayoría de los casos, el 
alimentante incumplidor tiene la capacidad económica para satisfacer su 
obligación", 8 LPRA sec. 502. 

javascript:citeSearch('195DPR157',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('195DPR157',%20'MJPR_DPR')
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términos expresos del Art. 19(a), 8 LPRA sec. 518(a), se prepararon 

unas Guías mandatorias, basadas en criterios numéricos y 

descriptivos, para utilizarse en el cómputo o modificación de las 

pensiones alimentarias de los menores.6 Estas Guías tienen como 

propósito uniformar y facilitar el cálculo de las pensiones. Santiago, 

Maisonet v, Maisonet Correa, supra; Franco Res[to] v. Rivera Aponte, 

supra. De León Ramos v. Navarro Acevedo, supra, pág. 170.  

La Ley de ASUME tiene como fin asegurar el cumplimiento de 

las obligaciones alimentarias de los padres con sus hijos menores 

de edad. Con ese propósito, se introdujeron unos mecanismos 

expeditos dirigidos a calcular el monto de estas obligaciones, 

recolectar las sumas correspondientes y hacerlas llegar a las 

personas a cargo de esos niños.  

Se declara que es política pública del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico procurar que los padres o las 
personas legalmente responsables contribuyan, en la 
medida en que sus recursos lo permitan, a la 

manutención y bienestar de sus hijos o dependientes 
mediante el fortalecimiento de los sistemas y la 

agilización de los procedimientos administrativos y 
judiciales para la determinación, recaudación y 
distribución de las pensiones alimentarias. [...] Art. 3 de 

la Ley Núm. 5 (8 LPRA sec. 502).  
 
De León Ramos v. Navarro Acevedo, supra, págs. 170.-

171 
 

Por su parte, las Guías establecen unos parámetros objetivos 

específicos que deben utilizarse en el proceso de determinar el 

monto de las pensiones de una manera uniforme y equitativa 

tomando en consideración los ingresos de los padres y las 

necesidades de los hijos. De León Ramos v. Navarro Acevedo, supra, 

pág. 171. 

De otra parte, nuestra Máxima Curia ha reiterado que "existe 

una clara política pública de que las pensiones alimentarias se 

                                                 
6 Véanse las Guías para Determinar y Modificar las Pensiones Alimentarias en Puerto Rico, 
Reglamento Núm. 7135 de la Administración para el Sustento de Menores, Departamento 
de la Familia, 24 de abril de 2006, enmendadas por el Reglamento Núm. 8529 del 30 de 
octubre de 2014 y el Reglamento Núm. 8564 del 6 de marzo de 2015. 
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adjudiquen conforme a las guías mandatorias". McConnel v. Palau, 

supra, pág. 754.  

Cónsono con lo antes indicado, el Art. 19 de la Ley Núm. 5, 8 

LPRA, 518, ordena que "[e]n todo caso en que se solicite la fijación o 

modificación, o que se logre un acuerdo o estipulación de una 

pensión alimentaria, será mandatorio que el tribunal o el 

Administrador, según sea el caso, determine el monto de la misma 

utilizando para ello las guías adoptadas a tenor con lo dispuesto en 

esta sección". Franco Resto v. Rivera Aponte, supra, págs. 160-161.  

Ahora bien, la referida política pública de utilizar las guías 

mandatorias al momento de fijar, modificar, o acordar una pensión 

alimentaria no significa que la pensión resultante se deba adjudicar 

en forma automática y mandatoria, sin más. McConnel v. Palau, 

supra, pág. 754.  

A esos efectos, el Artículo 19 de la Ley Núm. 5, supra, estatuye 

que: 

Si el tribunal o el Administrador, según sea el caso, 
determinara que la aplicación de las guías resultara en 

una pensión alimentaria injusta o inadecuada, así lo 
hará constar en la resolución o sentencia que emita y 
determinará la pensión alimentaria luego de considerar, 

entre otros, los siguientes factores: 
 
1. Los recursos económicos de los padres y del menor; 

 
2. la salud física y emocional del menor, y sus 

necesidades y aptitudes educacionales o vocacionales; 
 
3. el nivel de vida que hubiera disfrutado el menor si la 

familia hubiera permanecido intacta; 
 
4. las consecuencias contributivas para las partes, 

cuando ello sea práctico y pertinente, y 
 

5. las contribuciones no monetarias de cada padre al 
cuidado y bienestar del menor.  
 

También hará constar cuál hubiera sido el monto de la 
pensión resultante al aplicar las Guías Mandatorias 

para Fijar y Modificar Pensiones Alimentarias en Puerto 
Rico adoptadas, según dispone este capítulo.  

 

Por último, en cuanto a este tema, por su pertinencia al caso 

de marras, resulta necesario destacar lo resuelto por el Tribunal 
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Supremo de Puerto Rico en Franco Resto v. Rivera Aponte, supra, 

pág. 161. Como parte de las controversias planteadas ante el Alto 

Foro, el Sr. Rivera Aponte indicó que el foro intermedio había errado 

al confirmar “la determinación del foro primario de aplicar las guías 

mandatorias cuando la cuantía resultante como pensión excede los 

gastos informados del menor y lo deja en estado de indefensión”. 

Ante la precitada controversia, nuestra última instancia judicial 

resolvió lo siguiente: 

Un análisis del derecho aplicable revela que el hecho 

de que la pensión alimentaria impuesta excediera 
los gastos que tenía la menor según desglosados en 
la PIPE, no es razón para concluir que la pensión es 

injusta, arbitraria o irrazonable. La cuantía de 
pensión alimentaria impuesta al señor Rivera Aponte 

surgió del cálculo de los ingresos que reportó en su 
PIPE. (Énfasis nuestro). 
 

B. Principio de proporcionalidad  

Nuestro Tribunal Supremo dispuso en De León Ramos v. 

Navarro Acevedo, supra, pág. 171, que [e]l principio de 

proporcionalidad incide tanto en el proceso de fijar la cuantía de los 

alimentos que amerita establecerse en el caso específico de un 

menor, así como al prorratear el pago de esos alimentos entre los 

progenitores. El Art. 146 del Código Civil, 31 LPRA sec. 565 (en 

adelante Art. 146), atiende la primera situación. Para ello, prescribe 

un esquema que exige se establezca un balance entre los intereses 

del menor y la capacidad económica de aquellos responsables de 

costear esas necesidades. A esos efectos el Art. 146 dispone:  

La cuantía de los alimentos será proporcionada a los 
recursos del que los da y a las necesidades del que los 
recibe, y se reducirán o aumentarán en proporción a los 

recursos del primero y a las necesidades del segundo. 
(Énfasis nuestro). 
 

Dispuso, además, nuestra Máxima Curia en De León Ramos 

v. Navarro Acevedo, supra, págs. 171-172, que cuando ambos 

padres deben contribuir al mantenimiento del menor, sus 

respectivas aportaciones deben establecerse en función de sus 
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patrimonios individuales. El Art. 145 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

564, atiende este escenario y postula, en su parte pertinente:  

Cuando recaiga sobre dos (2) o más personas la 
obligación de dar alimentos, se repartirá entre ellos el 
pago de la pensión en cantidad proporcionada a su 

caudal respectivo. (Énfasis nuestro).  
 

En este sentido, el principio de proporcionalidad pretende 

alcanzar un equilibrio entre aquello que precisa el menor para su 

bienestar y el capital de sus padres. Dicho principio se integra, tanto 

en la Ley Núm. 5, como en las Guías. "Esta [Ley de ASUME] es la 

legislación especial que hace viable la política pública del Estado 

procurando que las personas legalmente responsables contribuyan, 

en la medida que sus recursos lo permitan, a la manutención y el 

bienestar de sus hijos o dependientes". (Énfasis en el original). 

Véase, también, el Art. 3 de la Ley Núm. 5, supra. (Citas omitidas). 

De León Ramos v. Navarro Acevedo, supra, pág. 172.  

De la misma manera, la Ley Núm. 5 provee para la 

promulgación de Guías destinadas a lograr que las pensiones 

alimentarias se determinen y modifiquen "de manera uniforme en 

conformidad con las facilidades económicas de cada progenitor y las 

necesidades y aptitudes educacionales del alimentista". Santiago, 

Maisonet v. Maisonet Correa, supra, págs. 562-563. Véase, además, 

el Art. 19 de la Ley de ASUME, 8 LPRA sec. 518. "Es decir, de 

acuerdo con lo que disponen estas guías, al determinar la cuantía 

de la pensión no solo se evalúa la situación económica del 

alimentante, sino que, además, se analizan las necesidades 

particulares del alimentista". (Cita omitida). De León Ramos v. 

Navarro Acevedo, supra, pág. 172. 

C. Deferencia Judicial 

Como es sabido, nuestra Máxima Curia ha reiterado que los 

tribunales apelativos “no debemos intervenir con las 

determinaciones de los juzgadores de primera instancia, salvo que 
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medie pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto”. Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 D.P.R. 717, 741 (2007); Álvarez v. 

Rivera, 165 D.P.R. 1, 25 (2005); Rodríguez v. Concreto Mixto, Inc., 98 

D.P.R.579, 593 (1970). Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 

889, 908-909 (2012). 

Ahora bien, “la tarea de determinar cuándo un tribunal ha 

abusado de su discreción no es una fácil. Sin embargo, no tenemos 

duda de que el adecuado ejercicio de discreción judicial está 

estrechamente relacionado con el concepto de razonabilidad”. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-435 (2013). 

Por eso, nuestro más Alto Foro ha definido la discreción como 

"una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 

llegar a una conclusión justiciera". IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 338 (2012). De esa manera, la discreción se "nutr[e] de un 

juicio racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 

sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, 

sin tasa ni limitación alguna". De igual forma, "no significa poder 

para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

Derecho". (Citas omitidas). SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

supra, pág. 435. 

III 

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla al caso de 

marras. 

Por estar relacionados los errores antes reseñados, los 

discutiremos de forma conjunta. A saber, debemos determinar, en 

esencia, si erró el foro apelado al acoger las recomendaciones de la 

Examinadora. Veamos. 

Conforme surge del Informe de la Examinadora, se le imputó 

al apelante una pensión alimentaria ascendente a $938.96 a partir 

del 1 agosto de 2018. Pudimos constatar que dicha pensión 

alimentaria fue computada por la Examinadora a base de lo 
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dispuesto por las guías mandatorias. No obstante, la representación 

legal del Sr. Poueriet Santana, sostiene que debió hacerse un desvío 

de las guías mandatorias, conforme al Artículo 19 de la Ley Núm. 5, 

supra. Según la parte apelante, en este caso no procedía aplicar las 

guías, toda vez que el costo de vida que surge de las guías era basado 

en los costos de Puerto Rico y no en los de la República Dominicana.  

Como cuestión de umbral, cabe destacar que, la parte 

apelante no presentó ninguna prueba que justificara sus 

alegaciones, en cuanto al costo de vida en la República Dominicana, 

por lo cual, como bien concluyó la Examinadora, esta no estaba en 

posición de hacer una determinación diferente. 

Por otra parte, en cuanto a los gastos del menor, la 

Examinadora determinó en su Informe que “[l]os gastos del menor 

básicamente son similares a los incurridos en Puerto Rico”. Además, 

el testimonio de la parte apelada le mereció credibilidad a la 

Examinadora, a los efectos de que del propio testimonio de la madre 

surgió que “el costo de vida en República Dominicana son los 

mismos que en Puerto Rico.  El costo de vida es similar, pero no los 

ingresos”. No encontramos razón para intervenir con la apreciación 

de la prueba realizada por la Examinadora. El Informe rendido por 

la Examinadora fue uno fundamentado en la prueba presentada y 

en la credibilidad que le merecieron los testigos a la Examinadora. 

Por otro lado, con relación a si procedía o no el desvío de las 

guías mandatorias, la Examinadora, luego de evaluar los factores 

enumerados en el Artículo 19 de la Ley Núm. 5, supra,7 y tomando 

                                                 
7 Según mencionáramos, los factores a considerar son los siguientes: 

1. Los recursos económicos de los padres y del menor; 
2. la salud física y emocional del menor, y sus necesidades y aptitudes 
educacionales o vocacionales; 
3. el nivel de vida que hubiera disfrutado el menor si la familia hubiera 
permanecido intacta; 
4. las consecuencias contributivas para las partes, cuando ello sea 
práctico y pertinente, y 
5. las contribuciones no monetarias de cada padre al cuidado y bienestar 
del menor. 
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en consideración el Artículo 146 del Código Civil de Puerto Rico, 

concluyó, entre otras cosas, que: 

En el caso de autos, no se justifica un desvío de las 
Guías. El padre posee los recursos económicos para 
mantener el estilo de vida, la salud física y emocional 

del menor. 
 
La pensión alimentaria que se recomienda representa 

un 28% del salario neto del alimentante, quedando para 
su subsistencia la cantidad de $2,416.00 mensual. 

[. . .] 

Habiendo examinado los factores enumerados en el Artículo 

19 de la Ley Núm. 5, supra, así como, el Informe rendido por la 

Examinadora, colegimos que la prueba desfilada ante la 

Examinadora demostró que el Sr. Poueriet Santana posee los 

recursos económicos para mantener el estilo de vida de su hijo 

menor. Al revisar la cuantía de pensión alimentaria impuesta al 

apelante pudimos constatar que la misma surgió del cálculo de los 

ingresos que este reportó en su PIPE. Por consiguiente, concluimos 

que en este caso no se justifica un desvío de las guías mandatorias. 

Por otra parte, el señor Poueriet Santana indicó en su escrito 

ante este foro revisor, que “la pensión básica determinada por la 

EPA, y reconocida por el TPI, constituye una suma mayor del doble 

de la totalidad de los gastos reclamados y probados por la parte 

promovente, madre alimentista, para satisfacer las necesidades 

básicas del menor J.R.P.M.”.  

Empero, conforme dispuso claramente nuestro Máximo Foro 

en Franco Resto v. Rivera Aponte, supra, pág. 161, “el hecho de que 

la pensión alimentaria impuesta excediera los gastos que tenía la 

menor, según desglosados en la PIPE, no es razón para concluir 

que la pensión es injusta, arbitraria o irrazonable”. (Énfasis 

nuestro). 

Por tanto, no erró la Examinadora al computar la pensión aquí 

en controversia, a base de las guías mandatorias. Recordemos que 

“existe una clara política pública de que las pensiones alimentarias 
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se adjudiquen conforme a las guías mandatorias”. McConnell v. 

Palau, supra, pág. 754. A nuestro juicio, la pensión alimentaria 

impuesta no es injusta, arbitraria o irrazonable. Consecuentemente, 

procede otorgarle deferencia al dictamen apelado. 

En vista de todo lo antes indicado, nos resulta forzoso concluir 

que los errores señalados no fueron cometidos por el Tribunal de 

Primera Instancia. 

IV 

Por los fundamentos antes esbozados, se confirma la 

Sentencia apelada.  

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 


